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,Ju1io González Campos

Carles viver Pi-Sunyer
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N"  de  Reg is t ro :  2398 /94

ASUNTO: Amparo promovido

por doña Emelina García-

Pozuelo Ruiz-Const ,ant ino y

dos personas más.

CONTRA: Sentencia de Ia

Sección Sépt, ima de Ia Sala

Tercera del  Tr ibunal

Supremo, d€ 1-5 de

sept iembre de 1-993,  por  la

que se declara ajustada a

D  e  r  e  c  h  o  s  a  n  c  i  ó ' n

administrat. iva impuesta por

infracción aI horario de

cierre de establecimientos

púb I i cos .

Ia

un el asunto de referencia, Ia Sala ha acordado dictar en

present,e pieza separada de suspensión e1 siguient,e

A U T O

A¡ITECEDENTES

1. La Procuradora de los Tribunales doña Rosina Montes

Agustí, €rl  representación de doña Emelina García-Pozuelo Ruiz-

Constantino, don Diego Pérez Lara y don i losé Angel vi l la

Fernández-Arroyo, por escrito registrado el 6 de jul io de L994

int,erpuso recurso de amparo contra 1a Sentencia dictada el 1-5 de

septiembre de 1993 por Ia Sección Séptima de Ia Sala Tercera del

Tribunal Supremo, €rr Ia que, estimando eI recurso de apelación

deducido por el Abogado del Est,ado contra Ia pronunciada por Ia
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Sala de 1o Contencioso-Administrativo de1 Tribunal Superior de

'Just ic ia  de Cast i l ta-La Mancha en 9 de mayo de 1991- ,  dec laró que

la resolución del Gobernador Civi l  de Ciudad Real de 29 de enero

de este úIt, imo año, sobre infracción aI Reglamento General de

policía de Espectáculos públicos y Act, ividades Recreativas, no

vulnera los artículos 24 y 25 de la Constitución. En Ia demdnda

de amparo se nos dice que eI referido acEo administrativo y Ia

impugnada Sentencia del Tribunal Supremo infringen el precepto

constitucional citado en segundo lugar y se nos pide gu€,

reconociendo el derecho de los demandant,es a no ser sancionados

por acciones y omisiones que en el momento de producirse no

constituían infracción administrat, iva según 1a legislación

vigente en aquel momento, anulemos aquel acto administrativo y

esta Sentencia.  A renglón seguido se so l ic i ta  la  suspensión de

la efectividad de Ia Sent,encia de1 Tribunal Supremo ya que su

ejecución impl icar ía  e l  c ier re por  un mes del  establec imiento

público de1 que los demandantes son t i tulares y el pago de una

multa de cien mi1 pesetas, 10 que haría perder al amparo su

f ina l idad.

2.  La Sección Cuar ta,  en prov idencia de 22 de mayo de 1995,

acordó formar la correspondiente pieza separada y conceder en

e1la un p lazo común de t res días a1 Min is ter io  t r ' isca l ,  á1

abogado del Estado y a 1os demandantes para que dentro del mismo

pudieran alegar cuanto estimaran pert inente en relación con la

medida caut ,e lar  so l ic i tada.

3. Los demandantes han evacuado eI traslado eI 1- de junío

de 1995 afirmando gu€, de estimarse e1 recurso de amparo, €1

pago anticipado de la multa exigiría la iniciación de un

expediente de devolución (otro tanto cabría decir del pago de

las costas procesales)  y  eI  c ier re del  establec imiento

provocaría pérdida de cl ientela, deterioro de imagen y, desde

luego,  pérdída de benef ic ios,  s in  que Ia  suspensión so l ic iuada

vaya a ocasionar graves pert.urbaciones a los intereses generales
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ni de los derechos fundamentales y l ibertades públicas de

terceros.  Estas razones,  según su cr i ter io ,  abonan Ia

suspensión, máxime si se t iene en cuenta que este tr ibunal ha

declarado ya la faIt,a de cobertura legal del precepto

reglamentario en virt,ud del cual fueron sancíonados.

4. EI Abogado de1 Estado se ha opuesto en la misma fecha a

Ia suspensión interesada y para eIIo razona que el pago de Ia

mu1ta, cuyo import,e puede ser resti t ,uido, no privará de eficacia

a una eventual Sentencia est, imat,oria de1 recurso y los

perjuicios derivados de1 cierre de1 1ocaI, en cuanto se traducen

en un lucro cesante,  son fác i lmenLe cuant i f icables y  por  eI Io

resa rc ib les .

l

5.  El  F iscal  no se opone a Ia  suspensión de la  e jecución de

1a sanción de cierre temporal del establecimiento y sí a la de

1a sanción de multa, pu€s la de la primera sería irreversible en

tanto que Ia de Ia segunda, dado su carácter exclusivamente

económico,  es de fác i I  reparac ión.

FI'¡IDAIIEIITOS iIuRIDICOS

1. Aunque Ia Ley Orgánica de este Tribunal no 1o diga así,

explícit ,amente, ro parece discutible que Ia interposición del

recurso de amparo, por su propia naturaleza int.rínseca, no obsta

a la  v igencia,  e fect , iv idad o e jecutor iedad de las d isposic ignes

generales, actos de Ia Administración o de cualquier otra

inst i t ,uc ión del  Estado y sentencias,  eü€ son su objeto.  Es una

consecuencia de la presunción de legit imidad que alcanza a todas

las actuaciones de Ios poderes púbIicos, presunción inherente

a Ia ent,era actividad pública ( legislat iva, ej ecuL j-va y

jud ic ia l )  que está presente y  operante,  aunque impl íc i ta ,  en la

Const i tuc ión y  a las veces expl íc i ta  en e l  resto del
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ordenamient,o j  urídico .

Ahora bien, como contrapeso de t,aI presunción nuestro

s is tema de just ic ia  const i tuc ional  conf igura Ia  pos ib i l idad de

que este Tribunal suspenda la ejecución del acto de los poderes

públicos por raz6n del cual se reclama e1 amparo. Desde una

perspectiva procesal aparece como una medida cautelar, QU€

cumple una función de equil ibrio entre eI poder y Ia l ibertad,

conectándose directa e inmediatamente a garantía de, la

efect iv idad de la  t ,u te la  jud ic ia l  que consagl ra eI  ar t .  24 de

nuestra ConsE.itución. En efecto, eI soporte de tal medida

consis te en e l  r iesgo o la  cer teza de que Ia  e jecución

ocasionará un perjuicio que haría perder al amparo su f inal idad,

según dice e1 art. 56 de nuestra Ley Orgánica, convirt iendo así

una eventual sentencia favorable en una mera declaración de

buenos propósi tos,  desprov is ta de ef icac ia práct ica.  La

suspensión preventiva de1 act,o o disposición objeEo deI proceso

de amparo exige una delicada ponderación de los intereses

generales o los derechos fundamentales de terceros, cuya

perturbación grave o lesión actúa como límite de Ia medida

cautelar, y €1 int,erés part icular de1 demandante en amparo. En

ta l  aspecto es eI  potencia l  per jud icado quien ha de

just i f icar lo .  Por  ot ra par te,  e I  anál is is  de Ia  s iEuación ha de

hacerse sin prej:uzgar Ia cuestión principal, aun cuando a veces

pueda resultar inevitable y hasta conveniente una mirada al

sos layo e inc luso de f rente,  como ocurre en este caso.

2. En esta ponderación de intereses, hemos dicho hast,a la

saciedad que 1os daños o perjuicios exclusivamente patrimoniales

que puedan producir Ia ejecución de una Sentencia o un acto

administrativo son siempre reparables en la misma especie, €1

dinero, mediante su indemnización, consíguiéndose así la

rest , i tu t io  in  in teqrum y,  por  eI1o,  no jusf ican por  s í  mismos la

suspensión de 1a ejecutoriedad de aquéllas o 1a efect. ividad de

éstos. Ahora bien, el caso que nos ocupa en este momento ofrece

una singular característ ica y es que las pretensiones
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ejercitadas por Ios hoy demandantes de amparo son

sustancialmente idént, icas a 1as que fueron eI objeto de 1os

procesos a los cuales dieron respuesta nuestras Sentencias

305 /L993 ,  333  / ] - 993 ,  tO9 /L994 ,  t L t / 1 -994 ,  376 / t 994 ,  en t re  o t r as ,

donde se d ice que los ar t , ícuIos 81.35 y  82 de1 Reglament ,o

General de Policía de Espectáculos Públicos y Act, ividades

Recreat ivas,  aprobado por  Real  Decreto 2816/1-982,  de 26 de

agosto, gu€ configuran un determinado régimen de Ia potestad

sancionadora de Ia Adminiscración pública carecen de cobertura

Iegal y quedan extramuros así del principio de legalidad

recogido en el artículo 25.1- de Ia Constitución, conllevando Ia

nulidad de las sanciones impuestas a su amparo. se trata de Ia

misma situación contemplada en el Auto 1,20/1,993, cuya ratio

decidendi ha de ser Ia misma para este caso. En consecuencia

resulta razonable suspender sin afianzamiento alguno eI

pronunciamiento judicial correspondient,e.

Por  todo 1o expuesto,  la  Sala

ACUERDA

Suspender la ejecución de Ia Sent,encia pronunciada eI 1-5 de

septienibre de 1-993 por Ia Sección Séptima de Ia Sala Tercera de1

Tribunal Supremo en el recurso de apelación núm. 6837/9L.

Madrid, a tres de enf os noventa y cr-nco.
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